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Medidas para garantizar los derechos económicos, sociales y culturales 

en los Presupuestos Generales del Estado 2020 

 

El cumplimiento completo de todos los derechos humanos requiere el uso de recursos, en diferentes 

grados, por parte del Estado.  Los gobiernos tienen la obligación de tomar acciones inmediatas para 

cumplir todos los derechos humanos garantizados en los tratados de los que forman parte. Estos 

estándares poseen implicaciones importantes para el presupuesto del gobierno. 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) señala en su artículo 

2.1 la obligación de los Estados parte de “… adoptar medidas,…hasta el máximo de los recursos de 

que disponga, para lograr progresivamente,… la plena efectividad de los derechos aquí 

reconocidos...”.  

La obligación de “alcanzar progresivamente” el cumplimiento completo de los derechos, implica 

dos obligaciones complementarias: 

1. La obligación de mejorar continuamente las condiciones, de forma que los recursos asignados a 

cumplir los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) aumente proporcionalmente a 

cualquier aumento global en los recursos 

2. La obligación de abstenerse de tomar medidas deliberadamente regresivas. Si se adoptase 

alguna medida regresiva, el Estado Parte tiene la obligación de demostrar que fue implantada tras 

la consideración más cuidadosa de todas las alternativas y que se justifica plenamente en relación 

con la totalidad de los derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno 

del máximo de los recursos de que se disponga el Estado Parte. 

En cumplimiento con estas obligaciones, el Estado español debe asignar recursos para crear, 

implementar y sostener la red de instituciones (como los tribunales, organismos legislativos, 

instituciones nacionales de derechos humanos), políticas y programas (como planes generales de 

educación básica o programas de capacitación para las fuerzas de seguridad), servicios (asistencia 

legal gratuita, atención primaria de la salud), infraestructura (centros apropiados de detención, 

escuelas, espacios recreativos), personal (personal administrativo y técnico), procedimientos y 

sistemas (juicios justos, registro de nacimientos, inmunización contra enfermedades infecciosas), 

etc., necesarios para cumplir la amplia variedad de obligaciones de recursos humanos. 

Desde la Plataforma DESC – España consideramos imprescindible que, para cumplir con las 

obligaciones derivadas de los tratados internacionales ratificados por el estado español, se tomen 

como referencia las recomendaciones de los órganos de los tratados para la elaboración de los 

Presupuestos Generales del Estado 2020, en especial, la recomendaciones realizadas por el Comité 

DESC a España en su último examen de abril de 2018 y en el Examen Periódico Universal adoptado 

en julio del 2020 en el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas.  

 



 

2 
 

JUSTICIABILIDAD DE LOS DESC  
 
El Estado español ha incumplido sistemáticamente las recomendaciones de los órganos de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas en cuanto a la adopción de las medidas legislativas necesarias para garantizar 
a los DESC en un nivel de protección análogo al que se aplica a los civiles y políticos, asegurando la plena 
justiciabilidad y aplicabilidad de todas las disposiciones, y en cuanto a la no adopción de medidas en un 
contexto de crisis que pudieran redundar en la denegación o vulneración de los DESC. 
 
De esta forma se priva a los DESC de las garantías necesarias para asegurar la realización efectiva de cualquier 
derecho, dando lugar a un régimen jurídico que no es sustancialmente igual para todos los derechos 
humanos. 
 
En el pasado 3er Ciclo del Examen Periódico Universal a España 
(https://www.ohchr.org/EN/hrbodies/upr/pages/esindex.aspx ), nuestro Estado aceptó las siguientes 
recomendaciones, en referencia sus compromisos con el Derecho Internacional de los DDHH y los propios 
DDHH de las personas que viven en su territorio: 
 

150.6 Fortalecer aún más la colaboración efectiva con los órganos creados en virtud de tratados 
de derechos humanos reportando periódicamente la implementación de 
informes/recomendaciones relevantes  
ACEPTADA 
España asume los compromisos derivados de los tratados de derechos humanos en los que 
es parte, inclusive en cuanto a la colaboración con los Órganos de Tratados. 

150.4  Establecer un Mecanismo Nacional permanente para la Implementación de Informes y 
Seguimiento de Recomendaciones de los Mecanismos de Derechos Humanos, en el marco 
de los ODS 16 y 17. 
ACEPTADA 
Es pretensión del Gobierno la aprobación del II Plan Nacional de Derechos Humanos en la 
presente Legislatura. Se han reanudado los trabajos para la aprobación del II Plan de 
Derechos Humanos, al hilo del acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de diciembre de 2018 
y de la Orden Ministerial PCI 26/2019, de 21 de enero, de creación de la Comisión Asesora 
del II Plan de Derechos Humanos. El Plan podrá prever el establecimiento de mecanismos 
para la elaboración y el seguimiento de los informes periódicos presentados ante los Órganos 
de Tratados, el Examen Periódico Universal y, en su caso, otros instrumentos de derechos 
humanos. 

150.5 Establecer un sistema de monitoreo para garantizar el seguimiento y el respeto de las 
recomendaciones formuladas por los órganos y mecanismos de tratados del Consejo de 
Derechos Humanos. 
ACEPTADA 
Ver 150.4 

 
Para poder implementarlas en el plazo de los 4 años establecidos (2024), entendemos ineludible: 
 
Recomendaciones 
Dotar de presupuesto suficiente para: 

1. Asumir los costes materiales y personales de la Misión Permanente de España en Ginebra para 
facilitar protocolos de actuación con la debida eficacia y urgencia en materia de: 

o Comunicaciones de Comités de tratados ratificados por España. 
o Tramitación de Medidas Cautelares ordenadas por dichos Comités. 

2. Crear un órgano interministerial de Derechos Humanos que diseñe, tutele e implemente el II 
Plan de DDHH. 

3. Garantizar el trabajo efectivo de la Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y 
Derechos Humanos en coordinación con el Consejo General del Poder Judicial. 

 

https://www.ohchr.org/EN/hrbodies/upr/pages/esindex.aspx
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No discriminación  
 

¿Qué pedimos como Plataforma para incorporar a los Presupuestos Generales del Estado 2020? 
 

La obligación de no discriminación es transversal, expresamente reconocida en todos los tratados 

internacionales de derechos humanos. Su aplicación es inmediata. También es incondicional; es decir, el 

cumplimiento de la obligación no depende de la disponibilidad de recursos. 

La obligación de no discriminación para el presupuesto de un gobierno implica por un lado, que los gobiernos 

deben tener el mayor cuidado de no discriminar contra ningún grupo o grupos a través del presupuesto y, 

por otro lado que puede asignar fondos a programas que benefician a grupos que tradicionalmente han sido 

desatendidos a fin de permitir que tales grupos gocen de sus derechos al mismo nivel que las demás personas 

de la sociedad. 

Las formas más comunes de discriminación en los presupuestos del gobierno se basan en el género, el origen 

étnico y el estado socioeconómico. 

Las normas de derechos humanos requieren que los Estados tomen medidas especiales para ayudar a reducir 

y, de ser posible, eliminar los efectos residuales de la discriminación histórica o sistémica. Esto posee posibles 

implicaciones para el presupuesto, ya que tales medidas pueden requerir la asignación de más recursos a 

grupos tradicionalmente desatendidos.  

El Comité DESC, en su informe a España, mostró su preocupación por la discriminación en el disfrute de los 

DESC de las personas inmigrantes, refugiadas, gitanas, con discapacidad, LGTBI y sin hogar, en particular en 

lo que respecta al empleo, la vivienda, la salud y la educación. Preocupa especialmente la persistencia de 

actitudes hostiles e intolerantes hacia estos colectivos, inclusive por parte de los agentes de la fuerza pública. 

Además en el EPU, se triplicaron las recomendaciones relacionadas con la necesidad de mejorar en la garantía 

y protección de los derechos humanos de todas las personas, sin discriminación alguna.   

 

150.24 Proseguir los esfuerzos para combatir todas las formas de discriminación contra los grupos 
vulnerables, como las personas con discapacidad, los migrantes, los refugiados y los 
afrodescendientes, en particular en lo que respecta al acceso al empleo, la vivienda y la 
atención de la salud.  
ACEPTADA 
El Estado español se compromete a adoptar un conjunto de políticas es estrategias para avanzar 
en la garantía de estos derechos.  

150.27, 
29, 36 

Reforzar las medidas para hacer frente a todas las formas de discriminación contra las minorías, 
entre otros medios dotando al Consejo para la Eliminación de la Discriminación Racial o Étnica 
de recursos adecuados que le permitan cumplir su mandato de manera eficaz e independiente. 
ACEPTADA 
El Estado español se compromete a mantener y reforzar el trabajo del Consejo.  

150.28, 
26, 32, 
34, 40, 
53 

Velar por que se asignen recursos financieros suficientes a los programas de lucha contra la 
discriminación racial.  
ACEPTADA 
El Estado español se compromete a reforzar el ámbito institucional fortalecimiento el trabajo 
de las instituciones que actualmente tienen competencia en esta materia.   
 

150.53 Poner en marcha campañas de sensibilización y en los medios de comunicación destinadas a 
combatir eficazmente los estereotipos negativos sobre la población gitana, los 
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afrodescendientes, las personas con discapacidad, los migrantes, los refugiados y los 
solicitantes de asilo.  
ACEPTADA 
El Estado español se compromete a continuar la financiación de programas a las entidades 
representativas, fundamentalmente mediante las subvenciones del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas (IRPF) y mediante las subvenciones públicas concedidas por la Secretaría 
de Estado de Asuntos Exteriores, dirigidas a actividades ligadas a la divulgación, promoción y 
protección de los derechos humanos. También mediante la firma de convenios de colaboración 
para acciones concretas y mediante la participación en la formación de funcionarios 

 

Recomendaciones 
 

Dotar de presupuesto suficiente para: 

 Garantizar la universalidad del acceso a las medidas inmediatas de alivio económico y a las medidas 

de protección social, dirigidas a atenuar los efectos más agudos de la crisis. 

 En relación con el ingreso mínimo vital, se debe garantizar a todas las personas sin discriminación 

alguna: se debe ofrecer una protección adecuada contra la pobreza para jóvenes y adolescentes, 

asistencia social básica para inmigrantes en situación irregular, asistencia social de emergencia en 

casos de suspensión del IMV por imposición de sanciones, así como se ha de luchar contra la brecha 

digital habilitando mecanismos presenciales de solicitud o reforzando la asistencia telemática. 

 Asegurar los recursos necesarios que permitan al Consejo para la Eliminación de la Discriminación 

Racial o Étnica cumplir su mandato de manera eficaz e independiente.  

 Implementar los diferentes programas y proyectos dirigidos a la lucha contra todas las formas de 

discriminación, a los que se ha comprometido el gobierno.  

 

No regresividad 
 

¿Qué pedimos como Plataforma para incorporar a los Presupuestos Generales del Estado 2020? 
 

La obligación del cumplimiento progresivo significa que un gobierno debe asignar fondos para los DESC de 

forma tal de asegurar el cumplimiento progresivo de los derechos de las personas (donde el cumplimiento 

de los derechos se ve condicionado por la disponibilidad de los recursos). 

El Comité DESC indicó que la obligación de los gobiernos de evitar medidas regresivas implica que no debería 

existir una reducción injustificada en los gastos públicos destinados a implementar los DESC, en ausencia de 

medidas compensatorias adecuadas destinadas a proteger a las personas afectadas adversamente por esta 

reducción. Si el gobierno no introduce programas o medios alternativos en tal situación para compensar las 

consecuencias negativas causadas por la reducción en las asignaciones, esto significaría dejar de cumplir con 

su obligación de evitar la regresión. 

En situaciones de recesión económica, los gobiernos deben tener cuidado al realizar los recortes necesarios 

en el presupuesto para garantizar que, como prioridad, se proteja a los más vulnerables. 

Cuando los derechos deben cumplirse de inmediato, es decir, para la garantía del contenido esencial de los 

derechos y el cumplimiento de obligaciones inmediatas como la prohibición de discriminación y la protección 

de grupos vulnerables, el comentario general del CCPR N° 31 (2004) enfatiza que las consideraciones 

económicas no son excusa para el incumplimiento. Esto significa que la crisis económica no debería generar 

recortes en las asignaciones del presupuesto ni en los gastos que amenacen el cumplimiento de estos 

derechos. 
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Atendiendo a derechos concretos, en la actualidad se están produciendo incumplimientos de derechos como 

el derecho a la salud, los derechos laborales, el derecho a la educación y el derecho a una vivienda adecuada, 

derivados de la reducción del gasto público: 

Derecho a la salud. Las deficiencias preexistentes en este sector se han derivado fundamentalmente de un 

descenso constante del presupuesto en gasto sanitario con respecto al PIB, así como de la aplicación de 

políticas de restricción del personal sanitaria. 

Derechos laborales. Más de un millón de personas desempleadas carecen de ingresos, bien por haber 

agotado las prestaciones contributivas o asistenciales por desempleo, bien por no poder acceder a ellas. Ante 

esta situación, la respuesta no puede ser de ajuste, recortes salariales y deterioro de las condiciones 

laborales. 

Derecho la educación. En educación, la progresiva reducción del gasto público afectó a su calidad. La falta 

de equidad provoca fracaso escolar y abandono temprano entre los alumnos que se encuentran en situación 

de mayor vulnerabilidad. 

Derecho a una vivienda adecuada. Desde 2008, la partida de los Presupuestos Generales del Estado (PGE) 

dedicada a política de vivienda ha disminuido un 69%. 

Además, la necesidad de contar con personal en la administración pública en los diferentes servicios públicos 

esenciales exige la eliminación de la tasa de reposición que se impuso en la Ley de presupuestos generales 

del Estado de 2012 y que se ha ido manteniendo en diferentes porcentajes en leyes posteriores. La última 

Ley de Presupuestos generales del 2018 regula en su artículo 22.2 que, respetando las disponibilidades 

presupuestarias de los correspondientes presupuestos de gastos, la tasa de reposición se fijaría en un 

máximo del 100 por cien en algunos sectores y administraciones. La exigencia de justificar la convocatoria de 

nuevas plazas en la administración pública a partir de un número inferior o igual al número de vacantes 

existentes (tasa de reposición) impide tener en consideración criterios de necesidad y efectividad en relación 

con la prestación de servicios públicos. 

Recomendaciones: 
 
Dotar de presupuesto suficiente para: 

1. Adoptar las medidas necesarias a través de una reforma fiscal y de la lucha contra el fraude para 
garantizar que el disfrute de los DESC no se vea afectado por la crisis. 

2. Cumplir con los estándares internacionales si se adoptasen medidas de austeridad: las medidas 
deben ser temporales, ser necesarias, se deben aprovechar todos los recursos disponibles, no 
pueden ser discriminatorias, y se ha de garantizar la protección de grupos vulnerables y así como el 
contenido esencial de los derechos. 

3. Asegurar la financiación suficiente para garantizar la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y 

calidad de los servicios sanitarios y combatir la exclusión sanitaria, reconociendo el derecho a la 

atención sanitaria pública de los familiares reagrupados. 

4. Establecer un plan de reconstrucción que incluya la readaptación de las medidas de protección de 
los trabajadores y de toda la población; facilitar los trámites para el alta y reducir las cuotas para los 
autónomos; así como ofrecer oportunidades de formación y acceso al mercado laboral. 

5. Puesta en marcha de las medidas de apoyo y de refuerzo educativo necesarias y adaptadas para 

evitar el fracaso escolar. 

6. Aumentar de aquí a 2030 el parque de vivienda social en 2,65 millones de nuevos inmuebles, hasta 

alcanzar el 15% de las viviendas principales. 

7. Eliminar de la ley general presupuestaria la tasa de reposición de personal al servicio de la 

administración pública y el sector público con la finalidad de permitir que la oferta de empleo público 

u otro instrumento similar de gestión de la provisión de necesidades de personal de la administración 

pública no tenga limitaciones. 

  


